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UN PRECEDENTE HISTÓRICO: SENTENCIA 

ORDENA LA RESTITUCIÓN DEL 

TERRITORIO DE LA COMUNIDAD AWA JÚN 

SHIMPIYACU, INVADIDO POR COLONOS 
 
Olga Cristina del Rocío Gavancho León 

1. Introducción 

La Sala Civil de Moyobamba de la Corte Superior de Justicia de San Martín 

notificó el 30 de setiembre 2025 la sentencia emitida en el proceso de 

amparo presentado por la Comunidad Awajún Shimpiyacu1, con el apoyo 

litisconsorcial de la Federación Regional Indígena Awajún del Alto Mayo 

(FERIAAM), contra la Dirección Regional de Agricultura de San Martin, el 

Gobierno Regional de San Martín, el Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego, 

la Autoridad Regional Ambiental del Gobierno Regional de San Martín, la 

Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), Ministerio del Ambiente, 

Ministerio del Interior, así como los posesionarios invasores del territorio 

ancestral de la comunidad recurrente integrantes de “La Verdad”, “El 

Tornillal”, “Unión Progreso”, “Nueva Tacabamba” y “Nuevo Jaen”. 

La sentencia a favor de la Comunidad Nativa Awajún Shimpiyacu marca un 

hito jurídico en la defensa de los territorios indígenas en Perú, al reconocer 

el derecho al territorio integral y ordenar la restitución de tierras invadidas 

por terceros en un proceso de amparo, en línea con la obligación del Estado 

que, además de demarcar y titular los territorios indígenas para que las 

comunidades tengan seguridad jurídica, debe frenar las invasiones, la 

ocupación ilegal y la explotación de los recursos naturales de pueblos 

indígenas.  

2. Hechos lesivos y pretensiones 

La demanda, presentada por la comunidad nativa Puerto Shimpiyacu, tenía 

como objetivo obtener protección del derecho a la propiedad comunal que 

incluye el acceso y control de los recursos naturales en su territorio 

 
1 Ver sentencia: https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/02/Exp-00099-2024-0-2201-JR-CI-01-

Consolidado-04_260220_101809.pdf 

https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/02/Exp-00099-2024-0-2201-JR-CI-01-Consolidado-04_260220_101809.pdf
https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/02/Exp-00099-2024-0-2201-JR-CI-01-Consolidado-04_260220_101809.pdf
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reconocido y titulado por el Estado peruano, que hacen un total de 14,628.12 

hectáreas. En 1996, la Dirección Regional de Agricultura de San Martín 

(DRASAM) aprobó un proyecto de la Asociación de Agricultores de 

Huascayacu, que se superponía con las tierras de la comunidad. A pesar de 

que posteriormente se anuló esta resolución, los colonos invasores se 

establecieron en el territorio comunal y formaron los asentamientos de “La 

Verdad”, “El Tornillal”, Unión Progreso, y posteriormente Nueva 

Huancabamba y Nuevo Jaén, apropiándose de aproximadamente 2237.54 ha 

del territorio de la comunidad.  

Aunque la autorización fue anulada ese mismo año conforme señalamos, ya 

se habían instalado los primeros invasores, dando origen a centros poblados 

como La Verdad, el Tornillal, Unión Progreso, Nueva Tacabamba y Nuevo 

Jaén. Desde entonces, la comunidad ha enfrentado invasiones, tráfico de 

tierras, violencia física, amenazas y fragmentación territorial, sin que las 

mesas de diálogo estatales desde 2014 hayan dado resultados efectivos. 

Con respecto al despojo territorial, durante 28 años la comunidad venía 

solicitando el desalojo de estos invasores. En su momento, existió una 

Resolución judicial de desalojo del año 1999, con reserva el señalamiento de 

fecha para el desalojo, tramitado en el Exp. N.º 97-0028-2201-JP-01, el mismo 

que ha sido requerido tanto al Poder Judicial como al Ministerio Público y al 

Proyecto Especial Alto Mayo (PEAM), cuya inejecución en la atención por 

ausencia de expediente generó la falta de acceso a la justicia, ya que, al haber 

transcurrido más de diez años para ejecutar la sentencia de desalojo, ha 

operado la prescripción extintiva regulada en el artículo 2001.1 del Código 

Civil. 

Por ello, la comunidad se ha mantenido en una larga lucha por la 

recuperación de su territorio, durante la que se ha producido procesos de 

diálogo y acuerdo con invasores, que a la fecha de la sentencia materia de 

comentario permanecieron sin retirarse del territorio, generando un clima 

de inseguridad para la comunidad ante las constantes amenazas y 

enfrentamientos presentados. 

La demanda tenía como pretensiones las siguientes: 

1. Declarar fundada la demanda constitucional de amparo y, en 

consecuencia, ordenar al demandado, director de la Dirección Regional de 

Agricultura (DRASAM) y autoridades del Ministerio de Desarrollo Agrario y 



4 

Riego (MIDAGRI), la actualización de CATASTRO del área real del territorio 

ancestral de la recurrente que hacen un total de 14,628.12 has.  

2. Reconocer la desprotección del territorio ancestral de la recurrente y se 

ordene a la Presidencia del Consejo de Ministro (PCM), MIDAGRI, DRASAM, 

con el apoyo del Ministerio del Interior (MININTER) y la Policía Nacional del 

Perú (PNP) la inmediata restitución de las áreas invadidas por los colonos 

de “La Verdad”, “El Tornillal”, Unión Progreso, y posteriormente Nueva 

Huancabamba y Nuevo Jaén, por encontrarse dentro del territorio 

ancestral de la comunidad nativa de Shimpiyacu, y en mérito a su derecho 

a la restitución integral que forma parte del contenido esencial del derecho 

a la propiedad comunal, asegurando lo siguiente: 

a. adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, financieras 

y de recursos humanos necesarias para restituir de manera integral 

a la Comunidad de Shimpiyacu su territorio titulado, garantizando 

su uso y goce pacífico de manera plena y efectiva2, en el plazo no 

mayor a 6 meses, a partir de la notificación de la presente 

Sentencia. 

b. garantizar de manera inmediata y efectiva que el territorio que 

actualmente se encuentra en posesión de la Comunidad de 

Shimpiyacu, no sufra ninguna intrusión, expansión adicional, 

interferencia o afectación de parte de terceros o agentes del Estado 

que pueda menoscabar la existencia, el valor, el uso o el goce de su 

territorio3. 

c. proceder con el pago de mejoras y la reubicación de los terceros 

pobladores con las debidas garantías, en el plazo no mayor a seis 

meses posteriores a la notificación del fallo. 

d. Si por motivos objetivos y fundamentados4 se impidiera el reintegro 

total o parcial del territorio ocupado por terceros, las entidades 

emplazadas deberán, de manera excepcional, ofrecer a la 

Comunidad de Shimpiyacu tierras alternativas, de la misma o 

mayor calidad física, las cuales deberán de ser contiguas a su 

territorio titulado, libre de cualquier vicio material o formal y 

debidamente tituladas en su favor, por ello deberán entregar las 

tierras, electas de manera consensuada con la Comunidad de 

 
2 Cfr. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, supra, párr. 210, y Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek, supra, 

párr. 281. 
3 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra, párr. 164. 
4 Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, supra, párr. 217, y Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek, supra, 

párr. 286.  
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Shimpiyacu, conforme a sus propias formas de consulta y decisión, 

valores, usos y costumbres5. 

e. Poner en marcha los mecanismos necesarios de coordinación entre 

instituciones que tengan incidencia en la toma de decisiones y 

cuenten con competencia en la materia, con el fin de velar por la 

efectividad de las medidas antes dispuestas, entre ellas: hacer 

efectivo el saneamiento, garantizar la integridad del territorio 

comunal y, en su caso, participar en la implementación de las 

órdenes dispuestas. 

3. Ordenar a los invasores colonos de “La Verdad”, “El Tornillal”, Unión 

Progreso, y posteriormente Nueva Huancabamba y Nuevo Jaén, el cese 

inmediato de todas sus actividades que causen, directa o indirectamente, 

la depredación y degradación de bosques y otras superficies boscosas en 

el territorio de la comunidad nativa demandante, área que fue el objeto 

del contrato materia de la presente demanda; 

4. Ordenar a los demandados, a los invasores colonos y director DRASAM, 

Autoridad Regional Ambiental (ARA) y Ministerio del Ambiente (MINAM), la 

restauración ambiental inmediata del área depredada por acción de la 

empresa en el mayor grado posible, con el propósito de revitalizar los 

ecosistemas que se han visto intensamente afectados por el desbosque y, 

así como para restaurar las condiciones de vida de la Comunidad de 

Shimpiyacu, y; 

5. Ordenar al demandado, director de la DRASAM, en colaboración con las 

autoridades regionales competentes, identificar y erradicar con celeridad 

las plantaciones presuntamente ilícitas no sostenibles, cuyo cultivo ponga 

en riesgo la integridad ecológica de la región y el país; en tal sentido, le 

pedimos ordenar al demandado, en el ámbito de sus competencias, 

elaborar y ejecutar políticas públicas regionales que tengan por objeto la 

promoción del desarrollo de actividades económicas sostenibles y 

alternativas. 

6. ORDENAR al Ministerio Público y a la Corte Superior de Justicia de San 

Martin, la atención con enfoque intercultural de todos los recursos 

judiciales interpuesto por la Comunidad, y que se incluya el criterio de que 

estas medidas deben ser idóneas a efectos de evitar los estados de 

indefensión en que han dejado a la comunidad a lo largo de sus 20 años 

de despojo de su territorio. 

7. ORDENAR a la PCM la provisión de un mecanismo de reparación a la 

Comunidad por los años de desposesión de su territorio. 

 
5 Cfr. Artículo 16.5 del Convenio 169 de la OIT. 
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En resumen, lo que se expresó en la demanda es que la comunidad 

Shimpiyacu viene sufriendo vulneraciones graves a sus derechos territoriales 

al ser testigo de cómo su territorio ancestral ha sido desmembrado y 

apropiado por terceros con aquiescencia del Estado, dentro de un esquema 

estructural de despojo territorial informal y perverso. Todos estos hechos 

lesivos en forma categórica amenazan la subsistencia de la comunidad, al 

poner en riesgo sus sistemas de vida y la práctica de sus propios 

conocimientos científicos y técnicos indígenas para la caza y pesca 

sustentables para el medio ambiente, que eran su principal fuente de 

sustento y recursos. Aquellas eran actividades desarrolladas en áreas hoy 

deforestadas y destruidas por invasores. 

3. Antecedentes procesales relevantes de la sentencia 

Mediante sentencia de vista recaída en la resolución veintiocho del 12 de 

junio del 2025, la Sala Civil de Moyobamba emitió una decisión que a nivel 

del proceso constitucional resulta relevante6, pues, en un primer momento, 

el Juzgado de Moyobamba declaró fundada la excepción de competencia por 

razón de la materia, señalando que la vía idónea para presentar la demanda 

corresponde a la del proceso contencioso administrativo. Sin embargo, la 

Sala señaló expresamente que el proceso de amparo es la vía idónea para 

conocer pretensiones vinculadas a la violación de los derechos colectivos de 

pueblos indígenas, en este caso específico la propiedad comunal. 

La Sala aplica la excepción a la regla de residualidad establecida en el 

precedente Elgo Rios (vías igualmente satisfactorias) y hace suyos los 

pronunciamientos del Tribunal Constitucional (TC) en los casos Santa Clara 

de Uchunya, Tarapacá y otros a favor de pueblos indígenas, estableciendo un 

precedente importante a favor del acceso a la justicia de casos vinculados a 

comunidades nativas que, a través de la vía constitucional, buscan la 

protección de sus derechos colectivos.  

3.1. Criterios procesales aplicables relevantes 

a) Excepción de residualidad del amparo 

La Sala considera que el Tribunal Constitucional ha establecido que el 

amparo es el proceso adecuado para demandas de pueblos indígenas en 

situaciones de vulnerabilidad, por ello reconoce una excepción a la 

 
6 Ver resolución: https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/02/res_2024000990160628000976956.pdf 

https://www.idl.org.pe/wp-content/uploads/2026/02/res_2024000990160628000976956.pdf
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residualidad del amparo para casos vinculados a la violación de los derechos 

colectivos de pueblos indígenas.  

Sobre esto, la Sala consideró:  

“(…) TRIGÉSIMO SEGUNDO: 1] Este colegiado estima que el proceso 

contencioso administrativo no es vía igualmente satisfactoria para la 

protección de los derechos constitucionales como es el de la propiedad 

ancestral del territorio de la comunidad nativa demandante frente a la 

omisión de actualizar el catastro comprendiendo también las áreas de 

ampliación que administrativamente han sido ya reconocidas por el 

Estado mediante las resoluciones antes mencionadas e incluso inscritas 

registralmente en las Fichas y partida electrónica que hemos anotado; 

omisión que también habría generado la conversión en colonos invasores 

de La Verdad, dividido en Unión Progreso, para generar la aparición 

después de El Tornillal y posteriormente de Nueva Huancabamba y Nuevo 

Jaén. 2] No dudamos de la estructura adecuada del proceso contencioso 

administrativo, sin embargo, esa ausencia de duda no la tenemos respecto 

de la tutela adecuada, tanto más si ha sido el mismo Tribunal quien señaló 

que, “(…). Ello podría suceder en razón de que en los procesos ordinarios 

seguidos ante el Poder Judicial se incurra en una indebida interpretación 

del contenido del referido derecho, sea porque no se protegen ámbitos que 

deberían considerarse como pertenecientes a él, o porque, a contrario 

sensu, se han protegido ámbitos que no debieron considerarse tutelados 

por la Constitución, o cuando el asunto verse sobre la determinación del 

contenido constitucionalmente protegido de un derecho que no ha 

merecido mayor desarrollo jurisprudencia! y que, en esa medida, requiere 

la intervención del Tribunal Constitucional para asegurar su aplicación 

igualitaria y predecible por parte de la jurisdicción ordinaria7” (subrayado 

nuestro). 

Asimismo, la Sala desestimó el argumento de que existen vías 

procedimentales igualmente satisfactorias señalando: 

“(…) TRIGÉSIMO CUARTO: 1] Lo expuesto nos permite concluir que no 

concurren de manera copulativa las cuatro exigencias para considerar al 

proceso contencioso administrativo como vía igualmente satisfactoria para la 

protección de los derechos fundamentales denunciados, faltando tres de ellas, 

 
7 RTC N.º 00906-2009-AA/TC-Loreto, Fundamento 9, cuarto párrafo, parte final. 
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aunque el Tribunal estimó que, “(…), la ausencia de cualquiera de estos 

presupuestos revela que no existe una vía idónea alternativa al amparo, por 

lo que la vía constitucional quedará habilitada para la emisión de un 

pronunciamiento de fondo”8, claro está, siempre que no concurra ninguna 

otra causal de improcedencia que la haga inviable. 2] Lo anterior significa que 

el juez constitucional es el competente para conocer de las pretensiones 

postuladas a través del proceso de amparo, en la forma como se ha postulado 

y admitido a trámite, pues la Comunidad Nativa actora busca en esencia 

protección al derecho de propiedad ancestral sobre el territorio comunal, por 

lo que este resulta ser la vía idónea para la protección del derecho 

constitucional vulnerado” (subrayado nuestro). 

b) Los pueblos indígenas como sujetos en situación de vulnerabilidad 

La Sala considera otro aspecto importante referente a que los pueblos 

indígenas enfrentan condiciones de extrema pobreza que limitan el goce de 

sus derechos humanos. La pobreza estructural afecta a comunidades nativas 

y campesinas. Se requiere tutela urgente ante la amenaza a sus derechos 

constitucionales. Por ello, la Sala destaca lo establecido por el TC: “(…) En 

consecuencia son un grupo social de especial vulnerabilidad que requiere de 

una tutela urgente ante la amenaza o lesión de sus derechos 

constitucionales, fundamentales y colectivos. Por ello este Colegiado 

considera que el proceso de amparo de acuerdo a lo regulado por el artículo 

200, inciso 2, de la Constitución, y el artículo 1 del Código Procesal 

Constitucional, resulta idóneo para tal fin; y dada la urgencia advertida este 

Tribunal no comparte el criterio de considerar aplicable al presente caso el 

artículo 5, inciso 2, del Código Procesal Constitucional”9. 

En el presente caso, la Sala valoró lo expuesto por la Comunidad Shimpiyacu 

cuando indicó: 

“(…) TRIGÉSIMO TERCERO: 1] Por otro lado, la Comunidad Nativa demandante 

ha sido reiterativa en mencionar que los colonos invasores -como 

consecuencia de haberse declarado nula la Resolución Directoral N° 096-96-

RSM-DRA-SM por Resolución Directoral N° 256-96-RSM-DRASM- siguen 

realizando actos de depredación ambiental en bosques y otras formaciones 

boscosas que incluyen bosques primarios, generando destrucción de las 

 
8 STC N.º 2383-2013-PA/TC-Junín, Fundamento 15, párrafo segundo. 
9 STC N.º 00906-2009-PA/TC-Loreto, de fecha 25 de octubre de 2010, Fundamento Jurídico 12, primer y tercer 

párrafo. 
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hábitats de la flora y fauna local, en perjuicio de la comunidad, por depender 

de los recursos naturales que produce la zona para su supervivencia 

alimentaria y social, lo que viene constituir la existencia de un riesgo de 

producción de irreparabilidad, dado que los derechos fundamentales en 

juego son el territorio ancestral, identidad étnica, disfrute del medio ambiente 

adecuado y equilibrado, a los recursos naturales, entre otros. 2] Lo anterior 

hace que exista necesidad de tutela urgente, erigiéndose el proceso de amparo 

en la vía idónea y efectiva para la resolución del presente caso. 3] A ello debe 

agregarse también la calificación de vulnerabilidad de este grupo social” 

(subrayado nuestro). 

4. Aspectos relevantes de la sentencia  

Las reivindicaciones de la comunidad Shimpiyacu y su organización 

representativa, la Federación Regional Indígena Awajún del Alto Mayo 

(FERIAAM), han tenido buen recibimiento por parte de la Sala Civil de 

Moyobamba, integrada por los jueces superiores Heriberto Gálvez Herrera, 

María Aurora Valencia Espinoza y Yuri Campean Palomino. Al resolver el caso, 

la Sala ha ordenado lo siguiente: 

• Declarar FUNDADO en parte el recurso de apelación interpuesto por la 

Comunidad Nativa Awajun Shimpiyacu contra la sentencia contenida en la 

resolución número treinta y dos, aclarada por resolución número treinta 

y tres, en los puntos resolutivos números: 2; 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 y 

reformándola se declaran FUNDADOS dichos extremos, en consecuencia, 

se declara lo siguiente: 

• La VULNERACIÓN al derecho a la elección del propio modelo de desarrollo 

y al proyecto colectivo del pueblo indígena accionante. 

• REPONIENDO las cosas al estado anterior a la vulneración de los derechos 

constitucionales de la comunidad Nativa Awajun Shimpiyacu accionante, 

se ORDENA lo siguiente: 

I. La actualización del catastro del territorio ancestral de la Comunidad 

Nativa Awajún Shimpiyacu por parte de la Dirección Regional de Agricultura 

y autoridades del Ministerio de Agricultura y Riego, sobre el área real del 

territorio ancestral que equivale a 14,628.12 hectáreas. 

II. Se ordena a la Presidencia del Consejo de Ministros, Ministerio de 

Agricultura y Dirección 
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Regional de Agricultura la restitución integral a favor de la comunidad 

accionante de las áreas invadidas por colonos de “La Verdad”, “El Tornillal”, 

Unión Progreso, y posteriormente Nueva Tacabamba y Nuevo Jaén”. 

III. Se ordena a los a los invasores colonos de “La Verdad”, “El Tornillal”, Unión 

Progreso, y posteriormente Nueva Tacabamba y Nuevo Jaén, el cese 

inmediato de todas sus actividades que causen, directa o indirectamente, la 

depredación y degradación de bosques y otras superficies boscosas en el 

territorio de la comunidad nativa. 

IV. Se ordena a los invasores colonos de “La Verdad”, “El Tornillal”, Unión 

Progreso, y posteriormente Nueva Tacabamba y Nuevo Jaén, y a la Dirección 

Regional de Agricultura y al Ministerio del Ambiente, la restauración 

ambiental del área depredada, con el propósito de revitalizar los ecosistemas 

afectados por el desbosque. 

V. Se ORDENA a la Dirección Regional de Agricultura con apoyo de la Policía 

Nacional del Perú y el Ministerio Público a identificar y erradicar las 

plantaciones ilícitas no sostenibles. 

VI. Ordenar al Ministerio Público, la atención con enfoque intercultural las 

denuncias y pedidos realizados por la comunidad nativa Shimpiyacu. 

VII. Se ORDENA a la presidencia del Consejo de Ministros – PCM la provisión 

de mecanismos de reparación la comunidad por los años de desposesión de 

su territorio. 

4.1. Sobre la propiedad comunal 

4.1.1. Ontología del territorio “Más allá de la propiedad civil” 

Uno de los argumentos más potentes acogidos por la Sala es la distinción 

entre el concepto civilista de "tierra" y el concepto integral de "territorio". 

Para el pueblo Awajún, el territorio no es una mercancía ni un activo 

económico, sino el soporte físico de su cosmovisión y espiritualidad. La 

sentencia cita la STC Exp. N.º 00024-2009-PI/TC para enfatizar que la 

propiedad comunal indígena trasciende el enfoque clásico del Derecho Civil. 

Esta visión multicultural es la que permite a la Sala ordenar la restitución de 

áreas que, aunque no estén plenamente catastradas, forman parte del 

ámbito tradicional de vida de la comunidad: 

"Para los pueblos indígenas la tierra no constituye un mero bien 

económico, sino un elemento fundamental con componentes de carácter 

espiritual, cultural, social, etc. En sus tierras los pueblos indígenas 
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desarrollan sus conocimientos, prácticas de sustento, creencias, formadas 

de vida tradicionales que transmiten de generación en generación"10. 

Este enfoque permite concluir que la invasión de los asentamientos "La 

Verdad", "El Tornillal", "Unión Progreso", "Nueva Tacabamba" y "Nuevo Jaén" 

no es un simple conflicto de linderos, sino un atentado contra la 

supervivencia del pueblo organizado. La Sala reconoce que la desprotección 

del territorio ancestral constituye una vulneración continua de la identidad 

cultural. 

La sentencia ratifica que la propiedad comunal no puede entenderse bajo el 

enfoque clásico civilista del Código Civil. Siguiendo la doctrina del Tribunal 

Constitucional en la STC Exp. N.º 01126-2011-PA/TC, la propiedad indígena 

tiene componentes espirituales, culturales y sociales que trascienden el valor 

económico. El territorio es la base de la identidad cultural y la subsistencia 

del pueblo Awajún, por lo que requiere una protección reforzada y mayor. 

4.1.2. Imprescriptibilidad del derecho al territorio 

El primer obstáculo procesal superado por la defensa de Shimpiyacu fue la 

excepción de prescripción. El Estado peruano, a través del MIDAGRI y el 

GORESAM, pretendió argumentar que el paso de 20 años desde las primeras 

invasiones inhabilitaba la acción de amparo. La Sala Civil, con un criterio 

garantista, determinó que la lesión al derecho de propiedad indígena es una 

vulneración continuada. 

Uno de los argumentos centrales para desestimar las excepciones de 

prescripción planteadas por los demandados fue el carácter imprescriptible 

de las tierras comunales, consagrado en el artículo 89 de la Constitución 

Política del Perú. La Sala determinó que, al tratarse de una vulneración 

continua y omisiva (falta de titulación y catastro), el plazo para interponer el 

amparo no caduca mientras subsista la afectación, conforme al artículo 45 

inciso 5 del Código Procesal Constitucional. 

Uno de los argumentos centrales de la Sala para desestimar las excepciones 

de prescripción planteadas por los codemandados se sustenta en la 

naturaleza especial de la propiedad indígena. La Sala argumenta que, a 

diferencia de la propiedad civil, la propiedad comunal indígena tiene un 

blindaje constitucional reforzado. Según el artículo 89 de la Constitución, las 

 
10 Páginas 28 y 37 de la sentencia. 
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tierras de las comunidades son imprescriptibles, salvo abandono. En el caso 

Shimpiyacu, la Sala determina que la posesión ancestral no se pierde por la 

ocupación violenta o ilegal de terceros. 

La Sala fundamenta que el derecho a la restitución de tierras indígenas no 

tiene un "límite temporal" y permanece indefinidamente en el tiempo. Se 

argumenta que, conforme al artículo 89 de la Constitución, la propiedad 

territorial de los pueblos indígenas es de naturaleza sui generis e 

imprescriptible. Además, el tribunal determina que las omisiones estatales 

en la titulación y catastro constituyen agravios de naturaleza continua, por lo 

que el plazo de prescripción no transcurre mientras la omisión subsista.  

• Naturaleza Sui Generis: el tribunal sostiene que el derecho a la 

propiedad de los pueblos indígenas no es una propiedad civil 

ordinaria, sino que posee una naturaleza especial reconocida 

constitucionalmente.  

• Fundamento Constitucional: se invoca el artículo 89° de la Constitución 

Política del Perú, que establece explícitamente la imprescriptibilidad 

de las tierras de las comunidades. 

• Estándar Interamericano: la Sala cita la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos para reafirmar que el derecho 

a la restitución de tierras indígenas no tiene un "límite temporal" y 

permanece indefinidamente en el tiempo. 

• Naturaleza del Agravio: se determina que la invasión del territorio es un 

hecho lesivo de naturaleza continua y la omisión en la titulación es de 

naturaleza permanente, por lo que el plazo de prescripción no 

transcurre mientras la vulneración subsista, conforme al Código 

Procesal Constitucional. 

En tal sentido, el colegiado destaca que el derecho a la propiedad de los 

pueblos indígenas no se extingue por el paso del tiempo cuando existe una 

posesión ancestral debidamente acreditada, siendo obligación del Estado 

garantizar su seguridad jurídica, que incluye que la Sala considera 

indispensable tomar en cuenta lo establecido por la Corte IDH en la sentencia 

del Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay, párrafo 146, respecto 

a la relación entre los pueblos y sus territorios: 

146. Al aplicar estos estándares a los conflictos que se presentan entre la 

propiedad privada y los reclamos de reivindicación de propiedad ancestral 

de los miembros de comunidades indígenas, los Estados deben valorar 

caso por caso las restricciones que resultarían del reconocimiento de un 
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derecho por sobre el otro. Así, por ejemplo, los Estados deben tener en 

cuenta que los derechos territoriales indígenas abarcan un concepto más 

amplio y diferente que está relacionado con el derecho colectivo a la 

supervivencia como pueblo organizado, con el control de su hábitat como 

una condición necesaria para la reproducción de su cultura, para su 

propio desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. La propiedad 

sobre la tierra garantiza que los miembros de las comunidades indígenas 

conserven su patrimonio cultural. 

La argumentación realizada por la Sala Superior tiene relación con lo 

señalado en el Informe provisional del Relator Especial sobre los derechos 

de los Pueblos Indígenas, Albert Kwokwo Barume, sobre “Identificación, 

demarcación, registro y titulación de las tierras de los Pueblos Indígenas: 

prácticas y enseñanzas”, cuando afirma:  

“33. Los derechos territoriales indígenas son permanentes, no caducan y 

no están sujetos a limitaciones temporales. Esto se deriva de los artículos 

26 y 28 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 

de los Pueblos Indígenas, según los cuales los Pueblos Indígenas 

tienen derecho a las tierras, los territorios y los recursos que 

tradicionalmente han poseído, ocupado o utilizado o adquirido, así 

como derecho a la reparación, incluida la restitución, por las tierras, 

los territorios y los recursos que hayan sido confiscados, tomados, 

ocupados, utilizados o dañados sin su consentimiento libre, previo e 

informado. Estas disposiciones subrayan que a los Pueblos Indígenas 

no se les pueden negar derechos territoriales por el transcurso del 

tiempo sin una tenencia constante, y que la desposesión solo puede 

producirse con su consentimiento libre, previo e informado y con la 

debida indemnización. Es importante destacar que la falta de ocupación, 

uso o posesión actual no invalida las reclamaciones de los Pueblos 

Indígenas sobre sus tierras, territorios y recursos, ni excluye su derecho o 

el carácter prioritario de la recuperación de la propiedad11. 

4.1.3. Responsabilidad estatal por “invisibilidad catastral” 

La sentencia identifica una falla estructural en la administración pública: la 

parsimonia en la actualización del catastro rural. A pesar de que Shimpiyacu 

 
11 Véase la comunicación BRA 2/2020. Todas las comunicaciones que se mencionan en el presente informe pueden 
consultarse en https://spcommreports.ohchr.org/Tmsearch/TMDocuments.  

https://spcommreports.ohchr.org/Tmsearch/TMDocuments
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cuenta con títulos que amparan 14,628.12 hectáreas, el Estado no cumplió 

con georreferenciar estos límites en coordenadas UTM. Esta "invisibilidad" 

técnica fue aprovechada por el Gobierno Regional de San Martín para emitir 

resoluciones de adjudicación a favor de terceros sobre tierras comunales. La 

Sala califica este hecho como una omisión estatal grave que facilitó la 

conversión de colonos en invasores ilegítimos: 

"El área titulada y registrada a favor de la comunidad nativa accionante 

no figura en forma completa en el catastro correspondiente [...] lo que ha 

permitido que los colonos hayan pretendido regularizar la posesión 

solicitando adjudicaciones sobre terrenos superpuestos" (pág. 36). 

En consecuencia, el fallo ordena a la DRASAM y al MIDAGRI disponer de los 

recursos técnicos, logísticos y financieros para completar el saneamiento 

físico-legal de manera inmediata, eliminando cualquier pretexto técnico para 

postergar la protección del territorio. 

4.1.4. Ilegitimidad de la posesión de colonos y reconocimiento de la 

"Mala Fe" 

Un argumento decisivo para la orden de restitución fue la desmitificación de 

la calidad de los ocupantes. La Sala Civil de Moyobamba fue enfática al 

señalar que los colonos de los asentamientos "La Verdad", "El Tornillal", 

"Unión Progreso", "Nueva Tacabamba" y "Nuevo Jaén" carecen de cualquier 

título que legitime su permanencia. 

La sentencia, incluso, destaca un hecho procesal de suma relevancia: el 

propio reconocimiento de la ilegitimidad por parte de la defensa de los 

invasores. Este reconocimiento elimina la necesidad de una etapa probatoria 

exhaustiva propia de un proceso de desalojo civil: 

"Ninguno de los colonos tienen derecho de propiedad o posesión legítima 

sobre los predios que ocupan; por tanto no existe discusión al respecto [...] 

conforme así lo ha reconocido el abogado de los posesionarios colonos de 

Nueva Tacabamba en la diligencia de vista de la causa, dichos 

posesionarios son ilegítimos" (págs. 35 y 40). 

Al no existir terceros de buena fe con derechos inscritos que proteger —a 

diferencia del caso Santa Clara de Uchunya12, el cual la Sala distingue 

 
12 Ver STC EXP. N.º 03696-2017-PA/TC: https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/03696-2017-AA.pdf    

https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2022/03696-2017-AA.pdf
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expresamente—, la restitución procede de manera directa como medida de 

reposición al estado anterior a la vulneración. 

4.1.5. El nexo causal entre omisión catastral y desposesión 

La Sala establece que la orden de restitución es inseparable de la orden de 

actualización catastral. La defensa de Shimpiyacu logró demostrar que la 

"invisibilidad catastral" fue la herramienta que permitió la invasión. El Estado, 

al no georreferenciar el título de la comunidad en el sistema UTM, generó 

una apariencia de "tierra vacante" que el GORESAM aprovechó para emitir 

constancias de posesión ilegales. 

Por ello, la Sala determina que la restitución debe ejecutarse siguiendo una 

secuencia lógica. Primero, la definición técnica de los límites y, acto seguido, 

el desalojo de quienes se encuentren dentro de ese perímetro: 

"Debe ordenarse en primer lugar la actualización del catastro de la 

comunidad, ello va a definir los límites de su territorio y con posterioridad 

restituir los terrenos invadidos por los colonos que vienen poseyendo el bien 

en forma ilegítima" (pág. 39). 

4.1.6. La restitución como requisito para la supervivencia cultural 

La Sala Civil eleva el argumento de la restitución de un plano meramente 

patrimonial a uno de derechos humanos. Citando la Opinión Consultiva OC-

23/17 de la Corte IDH, el fallo vincula la recuperación de la tierra con el 

derecho a la vida y a la integridad personal del pueblo Awajún. 

Se argumenta que la presencia de colonos no solo resta hectáreas, sino que 

destruye el hábitat natural. El uso de las tierras para agricultura intensiva y 

la depredación de bosques para cultivos de café y cacao eliminan la fauna y 

flora silvestre, base de la subsistencia indígena. La restitución, por tanto, es 

la única medida capaz de garantizar el derecho a la salud y a un ambiente 

equilibrado: 

"La restitución de tierras indígenas es un derecho fundamental de este 

grupo vulnerable [...] debido a que es su hábitat natural y el medio de su 

subsistencia [...] la degradación del medio ambiente puede causar daños 

irreparables en los seres humanos, por lo cual un medio ambiente sano es 

un derecho fundamental para la existencia de la humanidad" (pág. 40). 

Para fundamentar la viabilidad de la restitución en sede de amparo, la Sala 

recurre al control de convencionalidad. Se citan los casos Comunidad 
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Indígena Yakye Axa vs. Paraguay y Pueblo Saramaka vs. Surinam para 

establecer que el Estado tiene el deber de adoptar medidas legislativas y 

administrativas para delimitar, demarcar y otorgar título colectivo, pero, 

sobre todo, para hacer efectivos esos derechos mediante la entrega física del 

territorio. 

La Sala acoge el criterio de la Corte IDH respecto a que los derechos 

territoriales indígenas abarcan un concepto más amplio que la propiedad 

privada clásica, pues están relacionados con la "supervivencia como pueblo 

organizado" (pág. 37). Bajo este estándar, cualquier demora administrativa 

en la restitución se traduce en una violación del derecho a la protección 

judicial efectiva. 

4.2. Sobre el derecho a un medio ambiente equilibrado y el principio 

precautorio 

La sentencia vincula indisolublemente la propiedad territorial con el derecho 

a un medio ambiente adecuado y equilibrado13. La Sala aplicó el principio 

precautorio, estableciendo que la falta de certeza científica absoluta sobre el 

daño ambiental no debe postergar la adopción de medidas eficaces para 

impedir la degradación de los bosques de la comunidad14. 

La defensa de Shimpiyacu vinculó indisolublemente el territorio con el 

derecho a un ambiente equilibrado. Se acreditó que los invasores han 

depredado bosques primarios para instalar cultivos de café, cacao y arroz, 

alterando el ecosistema y agotando los recursos de caza y pesca de los que 

depende la comunidad. 

La Sala Civil aplicó el Principio Precautorio (Principio 15 de la Declaración de 

Río), estableciendo que en procesos de amparo ambiental no se requiere una 

certeza científica absoluta para actuar. Basta con indicios razonables de daño 

irreversible para que el juez ordene el cese de actividades: 

"El principio precautorio ambiental exige adoptar medidas para prevenir o 

mitigar daños graves e irreversibles al medio ambiente y a la salud, incluso 

cuando la evidencia científica sobre el daño no es concluyente [...] si hay un 

peligro potencial de daño ambiental serio, se deben tomar acciones para 

prevenirlo" (págs. 35 y 41). 

 
13 Art. 2.22 de la Constitución. 
14 Art. VII de la Ley 28611. 
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4.3. El Reconocimiento de la "Situación de Desprotección" 

La Sala realiza un reconocimiento formal de la desprotección del territorio 

ancestral de la comunidad Shimpiyacu. Este argumento es crucial porque 

trasciende la mera constatación de una invasión para señalar una falla 

estructural del Estado. La Sala Civil identifica que la desprotección territorial 

no es un evento aislado, sino una condición que se ha perpetuado durante 

más de dos décadas. El fallo establece que la ocupación de más de 2,000 

hectáreas por colonos ilegales, bajo la mirada pasiva de las autoridades, 

evidencia una quiebra del deber de garantía del Estado. 

El reconocimiento de esta situación permite a la Sala superar las barreras 

procesales de la vía ordinaria, señalando que la persistencia del conflicto 

territorial es prueba suficiente de que los mecanismos administrativos y 

civiles han fracasado: 

"Se ha demostrado la existencia de un prolongado conflicto territorial y la 

ocupación de su territorio hace más de 20 años, esta situación evidencia 

una clara desprotección de su territorio ancestral, lo que constituye una 

vulneración continua de su derecho de propiedad comunal y posesión" 

(pág. 9). 

Esta "clara desprotección" es la que justifica que el juez constitucional asuma 

un rol activo, pues la comunidad ha sido despojada de su territorio con la 

"aquiescencia del Estado" (pág. 15). 

• Vulneración Multidimensional: se determina la vulneración de un 

haz de derechos, como ambiente adecuado, propiedad comunal, 

posesión ancestral, identidad cultural y la garantía de plena vigencia 

de los derechos humanos. 

• Persistencia del Conflicto: la Sala argumenta que la existencia de un 

conflicto territorial y la ocupación por parte de colonos (sectores "La 

Verdad", "El Tornillal", entre otros) durante más de 20 años es prueba 

irrefutable de que el Estado ha fallado en su deber de protección. 

La Sentencia de vista en el caso Shimpiyacu establece que el reconocimiento 

de la desprotección territorial obliga al Estado a pasar de una actitud pasiva 

a una intervención coercitiva y reparadora. La Sala Civil de Moyobamba deja 

claro que la desprotección no es un fenómeno natural, sino una construcción 

política y administrativa derivada de la omisión estatal. 
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Al declarar fundada la demanda, el colegiado ordena romper el ciclo de 20 

años de indefensión mediante una secuencia lógica de actos: catastro 

técnico, restitución física con apoyo policial, restauración ambiental y 

reparación económica. Shimpiyacu se convierte así en el estándar jurídico 

para medir la responsabilidad del Estado peruano frente a la vulnerabilidad 

de los pueblos amazónicos, reafirmando que la protección del territorio es la 

primera y más sagrada obligación del Estado para los pueblos indígenas. 

Finalmente, la Sala vincula la desprotección territorial con la degradación 

ambiental. Se argumenta que el Estado no solo falló en proteger la 

propiedad, sino que permitió la destrucción del hábitat natural de la 

comunidad. La desprotección ambiental es, en última instancia, una forma 

de etnocidio indirecto, al privar a la comunidad de sus medios de 

subsistencia (caza y pesca). 

La Sala aplica el principio precautorio para señalar que la desprotección 

ambiental es un riesgo inminente que no requiere pruebas científicas plenas 

para ser tutelado en el amparo: 

"La falta de éxito en las vías previas no configuran una acción u omisión 

directa que vulnere el derecho fundamental a la propiedad o al ambiente [...] 

pero la parsimonia en actualizar el catastro vulnera su derecho a vivir en 

armonía con la naturaleza" (págs. 10 y 31). 

5. Responsabilidad de los entes rectores (PCM, MINAM, 

MIDAGRI) 

A pesar de los intentos de las entidades estatales por deslindar 

responsabilidad basándose en la falta de "competencia directa" para 

ejecutar desalojos o titulaciones, la Sala mantiene su legitimidad pasiva 

basándose en sus roles de rectores. 

i. Presidencia del Consejo de Ministros (PCM): aunque su función es de 

mediación, su inacción o la ineficacia de sus acciones de diálogo en un 

contexto de conflicto social prolongado y complejo puede ser objeto 

de control mediante el amparo. 

ii. Ministerio del Ambiente (MINAM): como ente rector, tiene la 

responsabilidad de asegurar medidas adecuadas para prevenir la 

depredación ambiental y revertir procesos negativos, no pudiendo 

eludir su responsabilidad ante la degradación de bosques en territorio 

indígena. 
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iii. MIDAGRI: Se le atribuye responsabilidad por la omisión en la 

supervisión de la ampliación de la titulación del territorio ancestral, al 

ser el ente que dicta lineamientos técnicos nacionales sobre 

formalización de la propiedad agraria y de comunidades nativas. 

La sentencia aborda la responsabilidad de los órganos de alto nivel. La 

Presidencia del Consejo de Ministros (PCM) pretendió excluirse alegando que 

su rol es meramente mediador. Sin embargo, la Sala determinó que la 

ineficacia de las mesas de diálogo y la omisión en proveer mecanismos de 

reparación hacen a la PCM responsable de la desprotección de Shimpiyacu. 

Asimismo, se ratificó la responsabilidad del Ministerio del Interior y la Policía 

Nacional. La Sala señaló que la autoridad policial no solo debe brindar 

seguridad, sino que tiene el deber de actuar frente a la ocupación ilegal y la 

presencia de plantaciones ilícitas detectadas en el territorio (maceración de 

coca): 

"La omisión es no haber continuado y finalizado exitosamente el proceso de 

diálogo para obtener la restitución de las tierras [...] la autoridad policial debió 

continuar con el diálogo y tratar de que no se continúe con la ocupación" (Pág. 

34 y 35). 

6. Recomendaciones para la ejecución del fallo 

La obtención de una sentencia favorable en el proceso de amparo (Exp. 

00099-2024-0-2201-JR-CI-01) es solo el primer paso hacia la justicia real para 

la Comunidad Nativa de Shimpiyacu. La complejidad de las órdenes dictadas 

—que incluyen desde la actualización catastral hasta la erradicación de 

cultivos ilícitos y la reparación económica— exige un despliegue 

administrativo sin precedentes. Es fundamental precisar que la Sala ha 

encomendado la ejecución material de la restitución a los órganos políticos 

y agrarios (PCM, MIDAGRI y GORESAM), situando a la Policía Nacional del Perú 

en un rol de auxilio y garantía de seguridad, mas no como el ente 

responsable de la gestión del territorio. Aquí algunas ideas para facilitar esta 

ejecución: 

6.1. Liderazgo político y coordinación multisectorial  

Dada la multiplicidad de actores involucrados, la ejecución no puede 

realizarse de forma aislada. Se recomienda que la Presidencia del Consejo de 

Ministros (PCM), en cumplimiento de su rol rector y de la orden de 
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reparación, lidere un Comité Multisectorial de Ejecución que articule a la 

Dirección Regional de Agricultura de San Martín (DRASAM), el MIDAGRI y el 

Ministerio de Cultura. 

Este comité debe centralizar la responsabilidad de la restitución, 

entendiendo que la PNP solo intervendrá a requerimiento de estas 

autoridades para asegurar que los funcionarios técnicos puedan realizar su 

labor sin riesgo. El liderazgo de la PCM es vital para asegurar que los recursos 

presupuestarios fluyan hacia la DRASAM para el catastro y hacia el MINAM 

para la restauración ambiental. 

6.2. Protocolo de restitución administrativa con auxilio policial 

La orden de restitución integral de las áreas invadidas por los cinco 

asentamientos ilegales ("La Verdad", "El Tornillal", etc.) debe ser ejecutada 

por las autoridades agrarias. La Sala ha sido clara al señalar que la 

responsabilidad de la restitución recae en la PCM, MIDAGRI y GORESAM, 

mientras que la PNP brinda el soporte necesario para la seguridad de la 

medida. 

Por tanto, las entidades ejecutoras (PCM/MIDAGRI/GORESAM) deben diseñar 

un "Plan de Restitución Territorial". Este plan debe contemplar notificaciones 

administrativas previas a los colonos para su retiro voluntario. Solo ante la 

resistencia o el riesgo inminente de violencia, se debe solicitar formalmente 

el auxilio de la Policía Nacional. El rol de la PNP es preventivo y de contención, 

asegurando que el acto administrativo de restitución se lleve a cabo sin 

vulnerar la integridad de los comuneros Awajún ni de los técnicos estatales. 

Teniendo en cuenta que este mecanismo es el primera en realizarse en caso 

de restitución de territorio indígena, requerirá el máximo de esfuerzo para 

cumplir la sentencia de conformidad a las órdenes señaladas.  

6.3. Catastro participativo: el presupuesto lógico de la restitución 

La Sala ha determinado que la actualización del catastro es el paso previo 

indispensable para la restitución (Pág. 39). Para evitar que la PNP o los 

funcionarios se vean envueltos en disputas de linderos durante el desalojo, 

la delimitación técnica debe ser inobjetable. 

Por ello, se sugiere implementar un proceso de "Catastro Participativo". Las 

brigadas técnicas de la DRASAM deben realizar el levantamiento de 

coordenadas UTM en campo acompañadas por delegados de la comunidad. 
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En esta etapa, la presencia policial es estrictamente para proteger a las 

brigadas técnicas frente a posibles hostigamientos de los colonos, 

permitiendo que la definición de los límites de las 14,628.12 hectáreas sea 

un acto técnico-administrativo pacífico. 

6.4. Estrategia de seguridad post-restitución y erradicación 

La sentencia ordena identificar y erradicar plantaciones ilícitas (pág. 45). Aquí, 

el rol de la PNP y el Ministerio Público es más directo, pero siempre en 

coordinación con la autoridad agraria que recupera el territorio. 

Por ello, consideramos que una vez que la PCM, MIDAGRI y el GORESAM 

hayan formalizado la restitución física, se debe establecer un mecanismo de 

vigilancia periódica. La erradicación de las pozas de maceración y cultivos de 

coca (en caso hubieran) debe ser liderada por el Ministerio Público con apoyo 

policial, pero los resultados deben ser informados a la comunidad y a la PCM 

para asegurar que las áreas liberadas se integren inmediatamente al plan de 

restauración ambiental del MINAM. 

6.5. Metodología para el mecanismo de reparación económica 

La orden a la PCM de proveer un mecanismo de reparación por los años de 

desposesión es un mandato de justicia transicional (Pág. 45). Al ser la PCM la 

entidad encargada de este mecanismo, debe evitarse que la reparación se 

confunda con programas sociales ordinarios. 

La PCM debe establecer una mesa técnica con la Comunidad de Shimpiyacu 

para valorar los daños sufridos durante 20 años. Esta valoración debe incluir 

el lucro cesante por la pérdida de recursos de caza y pesca, así como el daño 

espiritual por la desprotección territorial. La reparación debe ser un fondo 

específico destinado para fortalecer el modelo de desarrollo autónomo que 

la Sala ha reconocido como un derecho vulnerado de la comunidad. 

6.6. Monitoreo de restauración ambiental 

La Sala ordena al MINAM evitalizar los ecosistemas afectados (Pág. 45). Esta 

labor es técnica y de largo aliento. El MINAM debe liderar la restauración, 

pero empleando a los propios miembros de la comunidad Awajún. Esto 

asegura que la restauración ambiental sea también un proceso de 

reapropiación cultural del territorio. La PNP no tiene rol en esta etapa, salvo 
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que se detecten intentos de re-invasión que impidan las labores de 

reforestación. 

7. Conclusión 

La Sentencia de Vista en el caso Shimpiyacu marca el fin de la era de las 

"sentencias declarativas" que reconocían derechos indígenas sin ejecutarlos. 

Al ordenar la restitución integral, la Sala Civil Permanente de Moyobamba 

reafirma que el territorio es el presupuesto de existencia de los pueblos 

originarios. 

Los argumentos acogidos —la ilegitimidad confesada de los invasores, la 

imprescriptibilidad de la acción y la conexidad ambiental— constituyen un 

arsenal jurídico para otras comunidades en situaciones similares. 

Shimpiyacu deja de ser un caso de "desprotección" para convertirse en un 

referente de restitución efectiva, en el que el juez constitucional asume su rol 

de garante último de la supervivencia de los pueblos de la Amazonía. 
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